
  

 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

LISTA DE TRASLADO. (ART. 110 C.G.P.) 

Asunto que se fija en lista de traslado en la cartelera (micro sitio) del Juzgado en 

proceso que se relaciona a continuación, para conocimiento de las partes, a saber:  

ASUNTO: Proceso Ejecutivo Hipotecario de BANCO AGRARIO. contra RONAL 
ANTONIO LACHARME. RAD. 23001310300320120013700. 
 
Se da en traslado al recurso de reposición en subsidio de apelación, presentado 

por la apoderada judicial del demandado dra. Darlys Correa Cardozo, contra el 

auto de fecha 28 de febrero de 2022 por el termino de tres (03) días de conformidad 

con el artículo 110 del Código General del Proceso, que empezarán a correr desde 

el día siguiente a la fijación de la presente lista. 

SECRETARÍA DEL JUZGADO. Montería, 30 de marzo de 2022. 

A las 08:00 A.M., se fija la presente lista de traslado en la cartelera virtual del 

Juzgado, por el término de un (1) día, para conocimiento de las partes, en el 

proceso antes relacionado. 

 

SECRETARÍA DEL JUZGADO. Montería, 30 de marzo de 2022. 

Siendo las 6:00 P.M., vencido el término indicado por la ley, se desfija la presente 

lista de traslado de la cartelera virtual del Juzgado. Queda el expediente virtual a 

disposición de las partes por el término arriba indicado.  
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Señor:  

JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE MONTERIA.  

E              S               D 

 

 

 

Ref: Proceso Ejecutivo Hipotecario promovido por BANCO AGRARIO DE 

COLOMBIA contra RONAL ANTONIO LACHARME CABRALES  

Radicado#: 23-001-31-03-003-2012-00137-00   

 

 

 

DARLYS CORREA CARDOZO, persona mayor y vecina de esta ciudad, 

identificada con cédula de ciudadanía No 1.063.135.376 de Lorica, 

abogada en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional No. 180.391 

del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de Defensora 

Publica, apoderada del señor RONAL ANTONIO LACHARME CABRALES,  

mediante el presente escrito me  interponer recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra el auto de fecha febrero 28 de 2022, mediante 

el cual el despacho negó la terminación del proceso por desistimiento 

tácito, en atención a las siguientes razones:  

 

 

El Juez Tercero Civil del Circuito de Monteria, a través de auto de fecha 

febrero 28 de 2022, negó la solicitud de terminación por desistimiento 

tácito en atención a las siguientes consideraciones:  
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Discrepamos de la decisión del despacho en atención a que al 

ejecutante, nunca le ha interesado la reprogramación del crédito con mi 

representado, y prueba de ello es que en los memoriales en los que 

solicita requerirlo para que informe el estado de su reclamación como 

victima, jamás se aporta un documento recibido por él en que se haya 

citado o requerido para tal tramite, pues lo aportado por la entidad 

bancaria (folios 162 a 169 del expediente) son comunicaciones internas 

entre funcionarios de la entidad ejecutante, no existe un correo 

electrónico dirigido al ejecutado, una carta en la que haya constancia de 

recibido por parte de mi representado, o una comunicación en la que 

este haya estado renuente a hacer un acuerdo, por el contrario, instauro 

una acción de tutela a fin de acceder a un crédito para su reactivación 

económica, crédito que tenía implícita la reprogramación del crédito, 

conforme lo estipula el articulo 2128 y 129 de la Ley 1448 de 2011, y 

eso demuestra que quien no tuvo voluntad de llegar a un acuerdo con el 

ejecutado fue Banco Agrario de Colombia, pues precisamente la 

solicitud de mi representado tenia por objeto la reprogramación del 

crédito, tal como se demostró con los fallos de tutelas aportados al 

despacho.  

 

Téngase en cuenta que  la Ley 1448 de 2011, lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 128. MEDIDAS EN MATERIA DE CRÉDITO. En materia de asistencia 

crediticia las víctimas de que trata la presente ley, tendrán acceso a los beneficios 

contemplados en el parágrafo 4° de los artículos 16, 32, 33 y 38 de la Ley 418 de 1997, en 

los términos en que tal normatividad establece.  

Los créditos otorgados por parte de los establecimientos de crédito a las víctimas de que 

trata la presente ley, y que como consecuencia de los hechos victimizantes hayan entrado 

en mora o hayan sido objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, quedarán 

clasificados en una categoría de riesgo especial de acuerdo con la reglamentación que 

expida la Superintendencia Financiera. Las operaciones financieras descritas en el 

presente artículo no serán consideradas como reestructuración.  

Parágrafo. Se presume que aquellos créditos que hayan entrado en mora o hayan sido 

objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, con posterioridad al momento 

en que ocurrió el daño, son consecuencia de las violaciones a las que se refiere el artículo 

3° de la presente Ley. 

 ARTÍCULO 129. TASA DE REDESCUENTO. Finagro y Bancoldex, o las entidades que 

hagan sus veces, establecerán líneas de redescuento en condiciones preferenciales 

dirigidas a financiar los créditos que otorguen los establecimientos de crédito a las 

víctimas de que trata la presente ley, para financiar actividades tendientes a la 

recuperación de su capacidad productiva. Para el efecto, se tendrá en cuenta lo previsto en 

la Ley 418 de 1997, prorrogada,  modificada y adicionada por las leyes 548 de 1999, 782 

de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010. (Subrayas fuera del texto) 
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Parágrafo. Las entidades de redescuento de que trata este artículo, deberán asegurar que 

los establecimientos de crédito redescontantes realicen una transferencia proporcional de 

los beneficios en la tasa de redescuento a los beneficiarios finales de dichos créditos.” 

 

Por su parte la Superintendencia Financiera, en Concepto 2012100563-001 

05-12-2012, indico lo siguiente:  

“si los créditos activos de un deudor entran o han entrado en mora, o son o han sido objeto 

de refinanciación, reestructuración o consolidación, y siempre que el deudor víctima 

ponga en conocimiento de dicha situación al establecimiento de crédito, la entidad 

correspondiente deberá incluirlos inmediatamente en una categoría interna especial que 

les permita identificarlos y clasificarlos. Esta categoría tendrá los siguientes efectos: 

2.7.1. Los créditos deberán conservar la calificación que tenían al momento del hecho 

victimizante, la cual deberá ser actualizada en los correspondientes reportes a las 

centrales de información y mantenida por el término de un (1) año. En el evento de 

celebrarse el acuerdo de pago al que se hace referencia más adelante, la modificación de 

la calificación atenderá al cumplimiento de los términos y condiciones pactados en el 

acuerdo correspondiente. 

2.7.2. No se podrán cobrar intereses moratorios durante el término comprendido entre la 

ocurrencia del hecho victimizante y hasta un (1) año después de la inscripción en el 

Registro Único de Víctimas, sin perjuicio de las normas especiales aplicables a los 

secuestrados por virtud de la Ley 986 de 2005. En el acuerdo de pago al que se refiere el 

siguiente numeral se deberá respetar esta situación. 

2.7.3. Los créditos incluidos en esta categoría especial estarán exceptuados de las reglas 

de alineamiento previstas en el numeral 2.2.4. 

Adicionalmente, el establecimiento de crédito deberá promover la celebración de un 

acuerdo de pago con el deudor víctima en condiciones de viabilidad financiera para dicho 

deudor, que permita el cumplimiento de sus obligaciones, y sólo podrá recalificarse o 

clasificarse como incumplido si, después de celebrado el acuerdo, el deudor contraviene 

las nuevas condiciones acordadas. En el evento que los acuerdos contemplen periodos de 

gracia, se deberán suspender durante estos periodos la causación de intereses y demás 

conceptos asociados al crédito. Estos acuerdos de pago no serán considerados como 

reestructuraciones, en los términos del numeral 1.3.2.3.3 del presente Capítulo , ni tendrán 

los efectos previstos para las mismas en el Anexo II del mismo Capítulo. 

se recuerda que, de conformidad con lo previsto en el parágrafo del mencionado artículo 

128 de la Ley 1448 de 2011, se presume que la mora, refinanciación, reestructuración o 

consolidación son consecuencia del hecho victimizante si se presentan con posterioridad al 

momento en que ocurrió el daño. 

En ese orden de ideas, para acceder a la categoría especial de créditos de que trata la Ley 

1448 de 2011, el Decreto 4800 de 2011 y la Circular Externa 21 de 2012, es necesario que 

se acerque a las entidades financieras que le otorgaron los créditos, acredite su condición 

de víctima y solicite lo pertinente”. 

 

https://actualicese.com/concepto-2012100563-001-de-05-12-2012/#_ftn2
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Está demostrado que mi poderdante quiso acceder a los beneficios que 

la ley le otorgaba para la reprogramación con banco Agrario en vista de 

que dicha entidad nunca lo contactó para cumplir con lo ordenado en el 

auto de fecha abril 12 de 2013, y prueba de ello es la acción de tutela 

interpuesta y de la que se aportó al despacho copia del fallo, entonces 

no se entienden como puede el despacho premiar la desidia del 

ejecutado ordenando que después de 8 años realice la reprogramación 

de un crédito cuando está probado que nunca ha estado interesado en 

cumplir con la carga.  

 

Al perecer paso por alto el despacho que mediante auto de fecha 

noviembre 18 de 2014, se requirió a la entidad ejecutante para que 

aportara constancia de la reprogramación del crédito y la novación del 

contrato a fin de impartir el trámite pertinente, sin embargo la entidad 

ejecutante guardo silencio y no aporto constancia alguna de haber 

realizado las diligencias, solo hasta el día 17 de marzo de 2017, (es 

decir dos años y cuatro meses después) la apoderada del ejecutante 

aporta un oficio dirigido a mi poderdante con el que pretende probar 

que el no estuvo dispuesto a suscribir la reprogramación del crédito 

(folios (162 a 169), lo que a todas luces es falso, pues la mencionada 

comunicación fue provocada por mi poderdante al solicitar un crédito 

para su reactivación económica conforme a lo establecido en los 

artículos 128 y 129 de la ley 1448 de 2011.  

 

Es importante manifestarle al despacho que mi poderdante ha estado 

sometido al ocultamiento o escondite por razones de seguridad, pues 

ha sido víctima de atentados, al punto que le fue signado por un 

periodo un esquema de seguridad para poder realizar desplazamientos 

cuando lo requería, situación que contribuyó a que no se enterara de los 

requerimientos hechos en el proceso, pues a pesar de estar 

representado por un abogado convencional este al parecer no estuvo 

pendiente de las actuaciones, lo que ocasiono que este no pudiera 

aportar prueba de su situación.  

 

Se reitera que está probado que el BANCO AGRARIO DE COLOMBIA SA, 

no cumplió con la carga impuesta por el despacho en auto de fecha 

abril 12 de 2013, pese a que mi poderdante estuvo dispuesto y trató por 

todos los medios de ser atendido por el banco este no le dio 

oportunidad, por lo que se puede verificar que ha ocurrido el fenómeno 

del desistimiento tácito, pues han pasado mas de 8 años sin que el 

ejecutado cumpla con la carga procesal, y si bien el ejecutante ha 

presentado dos escritos solicitando que se requiera al ejecutado para 

que suministre información acerca de su proceso en el que figura como 

víctima, estos escritos no corresponden a la actuación ordenada 

mediante auto de fecha abril 12 de 2013, pues textualmente la orden 

del despacho fue: “SEGUNDO: Se le exige a BANCO AGRARIO DE 

COLOMBIA S.A, se sirva reprogramar el crédito para que sea asequible al 

deudor RONAL LACHARME CABRALES, en caso de no llegar a un acuerdo 

de pago, se deberá dar aplicación al artículo 884 del Código de 

Comercio. TERCERO: una vez se nove el contrato, el acreedor BANCO 

AGRARIO DE COLOMBIA S.A, debe solicitar la terminación del proceso”.    
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Como bien lo ha indicado el despacho, la obligación del ejecutante era 

demostrar que ha realizado las actuaciones para la reprogramación del 

crédito sin tener éxito, sin embargo en el interregno de 8 años, no 

aporta un solo documento dirigido al ejecutado, pues nunca ha existido 

voluntad de su parte, sometiéndolo a la imposibilidad de pago, pues le 

negó el derecho a acceder al crédito para reactivación conforme lo 

estipula el articulo 128 de la Ley 1448 de 2011, pese a que este lo exigio 

incluso a graves de acciones de tutela.  

 

¿Entonces cómo puede la inactividad del ejecutante premiarse, mientras 

se castiga al ejecutado? Porque el despacho pese a que de igual forma la 

entidad ejecutante ha sido requerida, pasa por alto su inactividad y 

falta de impulso acorde a la actuación requerida? porque no exige el 

despacho a la entidad bancaria prueba de los requerimientos, 

propuestas, o solicitudes hechos a mi poderdante para la 

reprogramación del crédito o prueba de la negativa de este en aceptar 

dichas propuestas?  

 

Es evidente entonces que ha transcurrido el tiempo requerido para 

decretar el desistimiento tácito y por ende terminar el proceso, pues el 

ejecutado no ha cumplido con la carga impuesta por el Juzgado., 

mientras mi representado sí demostró que estuvo dispuesto a acceder a 

la reprogramación conforme lo dispuso la ley 1448 de 2011.  

 

Por ultimo es imperioso recordar al despacho que la Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Civil en sentencia de tutela de fecha 

diciembre 09 de 2020, Radicación n° 11001-22-03-000-2020-01444-01, 

respecto del desistimiento tácito indico lo siguiente:  

 

“Entonces, dado que el desistimiento tácito» consagrado en el artículo 

317 del Código General del Proceso busca solucionar la parálisis de los 

procesos para el adecuado funcionamiento de la administración de 

justicia, la «actuación» que conforme al literal c) de dicho precepto 

«interrumpe» los términos para se «decrete su terminación anticipada», 

es aquella que lo conduzca a «definir la controversia» o a poner en 

marcha los «procedimientos» necesarios para la satisfacción de las 

prerrogativas que a través de ella se pretenden hacer valer. 

 

En suma, la «actuación» debe ser apta y apropiada y para «impulsar el 

proceso» hacia su finalidad, por lo que, «[s]imples solicitudes de copias o 

sin propósitos serios de solución de la controversia, derechos de petición 

intrascendentes o inanes frente al petitum o causa petendi» carecen de 

esos efectos, ya que, en principio, no lo «ponen en marcha» (STC4021-

2020, reiterada en STC9945-2020). 

 

… 

 

En el supuesto de que el expediente «permanezca inactivo en la 

secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna 

actuación (…) en primera o única instancia», tendrá dicha connotación 
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aquella «actuación» que cumpla en el «proceso la función de 

impulsarlo», teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre y el acto 

que resulte necesario para proseguirlo.” 

 

 

Conforme al aparte jurisprudencial transcrito tenemos que están dadas 

las condiciones para dar por terminado el proceso por desistimiento 

tácito, pues en el caso que nos ocupa el ejecutante BANCO AGRARIO DE 

COLOMBIA S.A, no ha cumplido con la carga procesal de reprogramar el 

crédito del señor RONAL LACHARME, pues a pesar de que este incluso 

interpuso acción de tutela con esa finalidad, el banco no le permitió 

acceder a esa posibilidad, queriendo ahora trasladar su negligencia a mi 

poderdante, cuando ha sido el ejecutante en su posición dominante 

quien ha vulnerado los derechos del señor LACHARME CABRALES.  

 

Por ultimo me permito solicitar al despacho, en caso de no reponer el 

auto, se conceda el recurso de apelación en el efecto diferido, conforme 

lo establece el artículo 323 del CGP.  

 

 

PETICION 

 

En atención a las consideraciones anteriormente expuestas, le solicito al 

despacho se reponga el auto de fecha febrero 28 de 2022, disponiendo 

la terminación del proceso por desistimiento tácito conforme lo 

establece el artículo 317 del CGP y la sentencia (sentencia de tutela) de 

la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil de fecha diciembre 

09 de 2020, Radicación n° 11001-22-03-000-2020-01444-01.  

 

En caso de que no se acceda al recurso de reposición solicitó al 

despacho se conceda el recurso de apelación para que su superior 

jerárquico revoque la providencia de fecha febrero 28 de 2022 y 

disponga la terminación del proceso.  

 

 

PRUEBAS  

 

Solicito y tengan como pruebas las siguientes:  

 

1- Copia de la sentencia de tutela de fecha 25 de octubre de 2016, 

proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Monteria. 

2- Copia de la providencia de fecha 07 de diciembre de 2016, 

mediante la cual el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Monteria 

declara en Desacato a Banco Agrario por no dar cumplimiento al 

fallo de tutela de segunda instancia de fecha octubre 25 de 2016 

proferido por el Tribunal Superior de Distrito Judicial de 

Monteria.   

3- Copia de la Resolución mediante la cual se hace la inscripción en 

el registro nacional de victimas del señor Ronal Lacharme. 

4- Copia del acto administrativo mediante el cual se asigna esquema 
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de seguridad al señor Ronal Lacharme. 

5- Copias de las diferentes denuncias, ante la fiscalía interpuestas 

por el señor Ronal Lacharme. 

6- Copia de la solicitud de reparación ante la unidad de victimas y 

defensoría del pueblo realizada por el señor Ronal Lacharme.   

 

 

 

Ruego actuar de conformidad con lo solicitado.  

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

DARLYS CORREA CARDOZO  

CC. # 1.063.135.376 de Lorica 

TP. # 180391 del C. S. de la J.   










































































